


Honorable Cámara de Diputados

Provincia de Buenos Aires

PROYECTO DE DECLARACION

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

DECLARA

Su satisfacción por la reciente promulgación por el Gobierno Nacional de la Ley  Nº 26.155, que aprueba el Protocolo de la Convención de la Haya de 1954, para la Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado. 
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Honorable Cámara de Diputados

Provincia de Buenos Aires

FUNDAMENTOS

El presente proyecto tiene como finalidad declarar la satisfacción de este Honorable cuerpo por la aprobación mediante Ley Nacional 26.155 (11 de octubre 2006) del Protocolo de la Convención de la Haya de 1954 para la Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado, adoptado en La Haya – Reino de los Países Bajos- el 14 de mayo de 1954. 

La cultura, que debería unir a los hombres más allá de sus diferencias y contribuir a fortalecer los baluartes de la paz, lamentablemente en muchos casos los divide. En tales condiciones, la guerra conduce muchas veces a la destrucción de monumentos, lugares de culto y obras de arte, que se cuentan entre las más valiosas creaciones humanas. 

Algunas destrucciones son accidentales, mientras que en otros casos, los beligerantes justifican la destrucción invocando las necesidades militares. Sin perjuicio de ello, frecuentemente esas destrucciones son deliberadas, pretendiendo a través de ésta destrucción aniquilar la identidad del adversario, su historia, su cultura y su fe, a fin de borrar todo rastro de su presencia y, a veces, hasta su existencia misma. El objetivo buscado no dista demasiado de aquel que persigue el genocida.

La historia nos ofrece numerosos ejemplos en donde la finalidad no era la destrucción en sí misma sino el ataque a la conciencia colectiva de los pueblos. Al respecto, cabe mencionar la destrucción de Cartago, la ruina de Varsovia al término de la Segunda Guerra Mundial, la destrucción de iglesias, mezquitas, monasterios y cementerios durante los recientes conflictos en ex Yugoslavia o en el Cáucaso o la destrucción de los Budas de Bamiyán en Afganistán, el año 2001.

Como contrapartida,  la historia también nos muestra que, desde las épocas más antiguas, se han tomado medidas para evitar que los lugares de culto y las obras de arte sean objeto de ataques. Así, en la Grecia de las ciudades, los grandes santuarios panhelénicos (Olimpia, Delos, Delfos), eran reconocidos como sagrados e inviolables. En la Europa medieval, los códigos de caballería protegían las iglesias y los monasterios. El Islam contiene numerosas prescripciones para proteger los lugares de culto de los cristianos y de los judíos, así como los monasterios y el antiguo derecho de los conflictos armados hindú, que se basa en el principio de humanidad, refleja los mismos sentimientos. Los antiguos hindúes respetaban la distinción entre los objetivos militares, que eran los únicos que podían ser atacados, y los bienes civiles, contra los que estaba prohibido dirigir ataques. En Japón, a partir del siglo XVI, los señores feudales acostumbraban proclamar instrucciones llamadas "sei-satu", por las que prohibían a sus tropas atacar templos o santuarios, a cambio de una donación que esas fundaciones religiosas les hacían. 

A pesar que estas normas antiguas, eran respetadas estrictamente, ello ara así únicamente entre pueblos que compartían la misma cultura y honraban a los mismos dioses. En caso de guerra entre pueblos pertenecientes a culturas diferentes, esas normas no eran, en general, observadas.

En verdad, sólo en una época reciente comenzamos a preocuparnos por introducir en el derecho positivo las normas que protegen los bienes culturales en caso de guerra. 

En primer lugar, a través del principio fundamental de distinción entre objetivos militares y bienes de carácter civil. El principio de la distinción entre objetivos militares y bienes de carácter civil subyace al conjunto de leyes y costumbres de la guerra, en particular las normas relativas a la conducción de las hostilidades. 

Es así como los Convenios de La Haya de 1899 y de 1907 prohíben "destruir o apoderarse de las propiedades enemigas, excepto en el caso en que estas destrucciones o apropiaciones sean imperiosamente reclamadas por las necesidades de la guerra".  

Las normas que regulan la conducción de las hostilidades y la protección de las personas y de los bienes de carácter civil contra los efectos de la guerra fueron reafirmadas y desarrolladas, principalmente, a través de la aprobación, el 8 de junio de 1977, de los Protocolos adicionales a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949. La mayor parte de las disposiciones del I Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra relativas a la conducción de las hostilidades son la expresión de normas consuetudinarias que, en calidad de tales, se aplican a todos los beligerantes, estén vinculados o no por ese Protocolo; así mismo esas normas se aplican a todos los conflictos armados, internacionales o no internacionales. 

En su calidad de bienes de carácter civil, los bienes culturales están protegidos, evidentemente, por el conjunto de esas disposiciones. Sin embargo, esa protección general, aplicable al conjunto de los bienes civiles, no siempre será suficiente para garantizar la protección de los bienes culturales. Habida cuenta de su naturaleza particular y de lo que esos bienes representan para la humanidad, se decidió conferirles una protección particular. 

La Declaración de Bruselas de 1874, prevé que en caso de bombardeo de una ciudad, de una plaza fuerte o de una aldea defendida, deben tomarse todas las medidas necesarias para evitar, en la medida de lo posible, que los edificios destinados a los cultos, las artes y las ciencias sean objeto de ataques. 

Similarmente, en el IV Convenio de La Haya de 1907 sobre las leyes y costumbres de la guerra terrestre, se postula el principio de la inmunidad de los bienes culturales, incluso en caso de sitio y de bombardeo.En territorio ocupado, el Convenio prohíbe, además, la apropiación, la destrucción o el daño intencionado de establecimientos destinados al culto, la caridad y la instrucción, a las artes y a las ciencias, aun cuando pertenezcan al Estado.

Lamentablemente, estas disposiciones no impidieron las numerosas destrucciones de bienes culturales cometidas durante la Primera Guerra Mundial y, en un grado mucho mayor, durante la Segunda Guerra Mundial. A fin de prevenir la repetición de destrucciones de esa índole, los Estados consideraron necesario adoptar un convenio especial para la protección de los bienes culturales. Ése es el origen de la Convención de La Haya del 14 de mayo de 1954 para la protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado. 

Por otra parte, como no todos los Estados están vinculados por esa Convención, la Conferencia diplomática sobre la reafirmación y el desarrollo del derecho internacional humanitario aplicable en los conflictos armados, que se celebró en Ginebra de 1974 a 1977, incorporó en los dos Protocolos adicionales a los Convenios de Ginebra un artículo relativo a la protección de los bienes culturales.

Existe un consenso general acerca de que estas disposiciones reflejan el derecho consuetudinario e incumben a todos los beligerantes, estén vinculados o no por los Protocolos adicionales. 

Por último, el Estatuto de la Corte Penal Internacional, firmado en Roma en 1998, califica de crimen de guerra el hecho de dirigir intencionalmente ataques contra edificios dedicados a la religión, la educación, las artes, las ciencias o la beneficencia, los monumentos históricos, los hospitales y los lugares en que se agrupa a enfermos y heridos, siempre que no sean objetivos militares. 

Este recorrido por los principales instrumentos relativos a la protección de los bienes culturales permite efectuar algunas observaciones. En primer lugar, es dable observar que estos bienes reciben una doble protección: por un lado, debido a su carácter civil y, por otro, debido a que forman parte del patrimonio cultural o espiritual de los pueblos. Esas dos protecciones no se excluyen, sino que se superponen. 

Finalmente, en el plano de los principios, los bienes culturales deben ser respetados y protegidos como tales, como partes del patrimonio común de la humanidad y sea cual sea la tradición cultural a la que pertenezcan. La protección de esos bienes trasciende, pues, las diversidades culturales, nacionales o religiosas. 

No cabe duda de que a través de la protección de los bienes culturales, no se trata sólo de proteger a monumentos y objetos, sino también la memoria de los pueblos, su conciencia colectiva, su identidad, y también la memoria, la conciencia y la identidad de cada uno de los individuos que los componen. 

Por tales motivos es que celebro la reciente aprobación por el gobierno nacional de la Ley 26.155 y solicito a los Señores Legisladores acompañen con su voto la presente iniciativa. 
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